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	[bookmark: _GoBack]Ley 1564 de 2012. Artículo 141
Artículo 141. Causales de recusación. 
“Son causales de recusación las siguientes: 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso. 
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el numeral precedente. 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su representante o apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 3, curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las partes. 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario del juez o administrador de sus negocios. 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante o apoderado. 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el denunciado se halle vinculado a la investigación. 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su representante o apoderado. 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio público. 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en sociedad de personas. 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones materia del proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio Público, perito o testigo. 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del proceso. 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la misma cuestión jurídica que él debe fallar.”



II-Cargos del accionante
Existe una omisión legislativa relativa en la norma, toda vez que no estableció como causal de recusación o impedimento la de “haber sido o ser contraparte de alguna de las partes o sus apoderados”. Esta omisión resulta, sobretodo, relevante en el caso de los conjueces, quienes ordinariamente actúan como litigantes y eventualmente pueden administrar justicia, función dentro de la cual se podrían ver enfrentados a dictar una sentencia dentro de un proceso en el que una de las partes es o haya sido su contraparte, situación en la que evidentemente habría una flagrante violación al derecho a la igualdad, al debido proceso y a la administración de justicia. Igualmente la hipotésis poco probable, en la que un juez haya sido contraparte de alguna de las partes o sus apoderados, también constituye una hipótesis de violación constitucional. 
La omisión legislativa es una figura jurídica que exige, de acuerdo a la Corte Constitucional, cinco requísitos que se configuran en esta hipótesis. 
El primero de ellos es que exista una norma sobre la cual se predique necesariamente el cargo. En este caso, ni el artículo 141 del CGP, ni el artículo 130 del CPACA, establecen la situación en la que el juez o el conjuez puedan conocer de un asunto en el que actúe como parte o como apoderado, una persona que fue o es su contraparte como causal de impedimento y recusación. 
El segundo, según el cual, la norma debe excluir de sus consecuencias jurídicas aquellos casos que por ser asimilables, deberían estar contenidos en el texto normativo o que la norma evite incluir un ingrediente o condición que resulta indispensable para armonizarlo con la Constitución. En este caso, la inclusión de la hipótesis descrita se hace necesaria para garantizar la igualdad, el debido proceso y el acceso a la administración de justicia. La imparcialidad judicial es una garantía constitucional necesaria para la legitimidad de los fallos y la protección de los derechos de las partes. Así, las causales de impedimento y recusación son un mecanismo que buscan garantizar la imparcialidad de los jueces. 
En el caso de los conjueces, se ha determinado por la Corte, que están sujetos al mismo régimen de impedimentos y recusaciones. Cuando una persona, sea juez o conjuez, ha enfrentado o enfrenta a alguien como contraparte, sea como parte o como apoderado, las posibilidades de hacerlo de manera imparcial son muy reducidas, debido a un natural antagonismo, derivado del normal desgaste de un enfrentamiento en juicio. De igual manera, no se puede decir que las causales de interés directo en el proceso y de pleito pendiente, permitan subsumir esta hipótesis. 
En tercer lugar, se cumple con el siguiente requisito en cuanto la exclusión de los casos o ingredientes carece de un principio de razón suficiente, debido a que no se evidencia razón para tal omisión y se opone a la lógica jurídica.
Igualmente el cuarto requisito se configura, ya que la falta de justificación y objetiva genera una desigualdad negativa. La omisión desconoce que esta causal ha sido regulada en la normatividad nacional, por el Código Disciplinario Único, el Código de Procedimiento Penal y el Estatuto Arbitral, que se remite al primero.
Por último, la omisión es el resultado del incumplimiento de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador, tal como la exige la Corte, pues es evidente que la Constitución exige al Congreso de la República expedir los códigos, entre ellos los de procedimiento, de esta manera regulando el derecho al debido proceso. 
De igual manera, se debe recordar que la Corte Constitucional, en múltiples sentencias que resuelven acciones de inconstitucionalidad ha ampliado las causales de impedimentos y recusaciones en aras de garantizar mayormente la protección de los derechos de las partes. Así también, la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia han amparado casos en los que se configura la hipótesis en la que el Juez es contraparte de una de las partes del proceso que conoce.  
III-Actuación
La demanda se encuentra en curso
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